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La brecha de implementación. Derechos territoriales de los pueblos indígenas en Colombia


Resumen


Las disputas en tomo al reconocimiento y pleno ejercicio de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras, han sido históricamente transversales a las relaciones entre estas poblaciones, el Estado y el resto de la sociedad colombiana. Si bien hoy, tras un largo proceso de reivindicaciones, los pueblos indígenas cuentan con un 1narco normativo y jurisprudencial nacional e internacional que reconoce estos derechos; tales disputas, y en particular aquellas por el control y ad1ninistración de la tierra y sus recursos naturales, vienen en un incremento proporcional al decidido avance de un modelo de desarrollo sustentado en gran 1nedida en la explotación y aprovechamiento de estos recursos. La investigación cuyos resultados presenta este texto se planteó caracterizar las disputas configuradas y desarrolladas en el marco del ordenamiento jurídico e institucional de la Constitución Política de 1991, que han llevado a la existencia de una brecha entre el reconocimiento de los derechos territoriales de los pueblos indígenas y su eficacia en Colombia. En cuatro capítulos está caracterización se presenta partiendo de una aproximación a los antecedentes históricos de estas disputas y su expresión en el derecho nacional e internacional, y luego, a través de un análisis crítico en el que se aborda su posterior configuración en el marco de la vigencia del actual ordenamiento constitucional, a instancias de la expedición de las norn1as, la formulación de las políticas y el control judicial constitucional; dando cuenta de su inherente vínculo con tensiones del orden social, político, econó1nico, cultural y ambiental.
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The Weak Implementation. Indigenous Peoples’ Territorial Rights in Colombia


Abstract


Disputes regarding the recognition of the rights of indigenous peoples over their land and their full exercise of those rights have historically been central to the relations between these peoples, the State, and the rest of Colombian society. While today, after a long process of struggle for their rights, indigenous peoples enjoy a regulatory framework and a body of national and international jurisprudence that recognizes those rights, these disputes, and particularly those involving the control and administration of land and natural resources, are increasing in proportion to the decisive advance of a development model based to a great extent on the harvesting or extraction and the use of those resources. This work presents the results of research based on disputes configured and developed in the framework of the legal and institutional structures codified in Colombia’s 1991 Constitution, which have led to a gap between the recognition of indigenous peoples’ territorial rights and their application. This characterization is presented in four chapters, including a description of the historical background of these disputes, their relation to relevant national and international law, a critical analysis of their subsequent configuration in the framework of the current constitutional order, the issuing of relevant regulations, policy formation, and judicial oversight with respect to constitutionality; taking into consideration their inherent relationship to other social, political, economic, cultural, and environmental tensions.
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Prólogo


El análisis de las problemáticas en torno al reconocimiento, la garantía y efectiva protección de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus territorios comporta una gran relevancia en cuanto ejercicio que permite establecer el hilo conductor entre el Estado pluralista y protector de la diversidad étnica y cultural que hoy contempla la Constitución Política de Colombia de 1991 y el trasfondo histórico, político y jurídico que le es inherente. Junto a ello, esta resulta ser una tarea indispensable para comprender los desafíos que afronta un Estado así concebido, más aún en el marco de una coyuntura histórica que plantea el fin de un conflicto armado de poco más de medio siglo, que abre a debate desde ya la construcción de una paz incluyente, diversa y justa. 


Si bien hoy, tras siglos de reivindicaciones, los pueblos indígenas cuentan con la existencia de un marco jurídico nacional e internacional que reconoce sus derechos territoriales, y habiéndose producido así mismo avances importantes en el país en cuanto a la titulación colectiva de tierras de resguardo, estos derechos vienen siendo, de manera reiterada, puestos en disputa como consecuencia de una gestión y aprovechamiento del territorio nacional y sus recursos, que en muchas ocasiones desconoce la existencia y validez de concepciones territoriales diversas que, como la de los pueblos indígenas, plantean una relación con el territorio y sus recursos naturales bajo lógicas colectivas y culturalmente diferenciadas.


Es en este marco en el cual el texto “La brecha de implementación de los derechos territoriales de los pueblos indígenas en Colombia: su configuración en las normas, las políticas y los jueces, tras la aprobación de la Constitución Política de 1991” adquiere un valor singular. El mismo tiene la importancia no solo de abordar el estudio de los derechos territoriales de los pueblos indígenas desde el punto de vista de su goce efectivo, sino de aportar elementos y nuevas perspectivas para el análisis de estas problemáticas en Colombia. 


La mirada propuesta por Juan Pablo Muñoz presenta un abordaje a tales disputas que abarca su contexto histórico y posterior configuración en el marco de la expedición de las normas, la formulación de las políticas y el ejercicio del control judicial constitucional en los años posteriores a 1991. Tal examen lo adelanta el autor de una manera que articula las pugnas normativas, administrativas y judiciales en torno a la implementación de estos derechos con aquellas otras determinadas por factores sociales, políticos, económicos, culturales y ambientales. Se trata por ello de un texto provocativo y crítico que tiene la utilidad de enriquecer un debate de gran actualidad.


No podría dejar de expresar la enorme satisfacción y el gran aprecio que me genera el haber acompañado a Juan Pablo a lo largo de su formación académica en la Universidad del Rosario. De allí también la fortuna que he tenido de conocer de primera mano el largo y riguroso proceso de investigación que recoge este texto, cuyas primeras semillas se remontan a su participación en el proyecto sobre conflictos ambientales en su calidad de estudiante miembro de la Línea de Investigación en Derecho Ambiental que desde entonces dirijo; semillas que luego fueron cosechadas en el desarrollo de su trabajo de tesis como estudiante de la Maestría en Derecho Administrativo en la misma casa estudios, el cual tuve también el honor de dirigir. 


Quiero agradecer a Juan Pablo por los años que hemos caminado juntos en la tarea académica y, además, por permitirme, con el destacado trabajo que hoy presenta, contribuir a la construcción de un mundo mejor y, en consecuencia, poner un grano de arena en el logro de la paz en nuestro país. 


Gloria Amparo Rodríguez


Directora Especialización 


y Línea de Investigación en Derecho Ambiental





Introducción


El origen de mi interés por el estudio de la problemática territorial de las poblaciones indígenas se remonta al año 2009. Fue en aquel entonces cuando en el marco de mi último semestre académico como estudiante de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, y más precisamente en mi condición de colaborador en la Línea de Investigación en Derecho Ambiental, dirigida desde entonces por la Dra. Gloria Amparo Rodríguez, que tuve la oportunidad de experimentar un primer acercamiento a esta temática desde un punto de vista académico. 


Mi aporte al proyecto sobre conflictos ambientales que en ese momento concentraba los esfuerzos de la línea de investigación, consistía en el análisis de los expedientes de algunos procedimientos de licenciamiento ambiental adelantados por el entonces Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial –MAVDT–, en los que la ejecución de proyectos, obras o actividades planteaban conflictos con comunidades afectadas por los mismos, entre ellas, los pueblos indígenas. Dicho análisis contemplaba, entre otros aspectos, el de la documentación relativa a los diferentes estudios ambientales, los conceptos técnicos, las actas suscritas como memoria de los mecanismos de participación ambiental, así como los actos administrativos de trámite y decisorios propios de estos procedimientos. 


Fue en el marco de este ejercicio en el que, al ver de primera mano el inquietante número de conflictos ambientales originados por la implementación de proyectos de desarrollo en los territorios de los pueblos indígenas, surgieron en mí algunas primeras claridades y cuestionamientos. Intuí en aquel momento haber identificado el escenario decisorio determinante en el desconocimiento de los derechos de estas comunidades en mi país. Esta impresión, junto con el que fuera en adelante un creciente interés por las cuestiones y problemáticas indígenas fueron un año más tarde la semilla del problema de investigación que opté por abordar iniciando mis estudios en la Maestría en Derecho Administrativo de esta universidad, cuyos resultados se recogen en la presente publicación. 


Partiendo de allí y luego de avanzar en la revisión de algunos de los textos que componen la inmensa literatura existente sobre los asuntos indígenas, mi visión sobre los procedimientos de licenciamiento ambiental, cuyo estudio en tanto escenarios de las disputas territoriales con los pueblos indígenas se constituía hasta ese momento en el interés central de mi proyecto de investigación, comenzó a ser parte de una comprensión mayor del problema. Estas disputas territoriales, cuyos rasgos ambientales, principalmente técnicos y procedimentales, en los casos de la implementación de proyectos, obras o actividades, evidenciaban los expedientes de licenciamiento, entendí pronto, demandaban para su integral comprensión ser articuladas al estudio de las dinámicas jurídicas e institucionales, en el marco de las cuales las mismas se generan y desarrollan.


Ello permite en este punto anunciar y a la vez justificar ante el lector la exposición cronológica que advertirá se privilegia en este texto. En efecto, las dinámicas jurídicas e institucionales mencionadas han respondido a las transformaciones experimentadas por el Estado colombiano en distintos momentos de su historia. El abordaje con esta perspectiva permite entonces entender de qué manera los escenarios en que se adelantan las disputas por el reconocimiento y la eficacia de los derechos territoriales indígenas no han sido siempre los mismos o no se han articulado entre ellos de la misma manera.


Ahora, no siendo este un texto de contenido histórico, la mirada propuesta comprende una aproximación a los antecedentes coloniales y republicanos de estas disputas, pero se detiene en la caracterización de aquellas en torno al reconocimiento y la eficacia de los derechos territoriales de los pueblos indígenas que se encuentran enmarcadas en las transformaciones políticas, institucionales y normativas producidas en el país tras la aprobación de la Constitución Política de 1991. Si bien este último hecho, tal como se deja en claro en varios apartes del texto, no puede ser entendido como el momento coyuntural a partir del cual se justifiquen, ni el posicionamiento político que hoy se puede afirmar ostentan dichos pueblos, ni los avances en titulación de tierras producidos al día de hoy, lo cierto es que a partir de estos años los discursos presentados como reivindicación de los derechos indígenas comienzan a experimentar unas transformaciones, así como las instancias y autoridades ante las cuales, en adelante, los mismos debieron hacerse valer. 


Así mismo, estas transformaciones se encuentran atravesadas por la que ha sido una inevitable tensión entre el reconocimiento y protección estatal de los derechos étnicos y territoriales de los 102 pueblos indígenas1 existentes en Colombia, que viven asentados el 79 % de ellos en zonas rurales de 28 de sus 32 Departamentos (DNP, 2012); y la concepción y progresiva ejecución de un proyecto de administración, uso y aprovechamiento del territorio en nuestro país. En efecto, si bien la protección de la diversidad cultural se constituye en uno de los reconocimientos más importantes incorporados por la Constitución Política de 1991, la realización de la misma ha debido en la práctica producirse en el marco de la muy decidida implementación de un modelo de desarrollo que dispone y planifica el territorio nacional, a la medida de las necesidades que demanda la inserción del país en una economía de mercado global. 


De esta manera, la pugna que plantea la realización de ambos intereses considerados generales2 y respaldados por el ordenamiento constitucional, se aprecia con mayor claridad si el estudio de sus manifestaciones históricamente centradas, más no de manera exclusiva, en el ámbito administrativo, se le articula con el de aquellas configuradas en el marco de la formulación de las políticas y el ejercicio de las funciones legislativa y judicial del Estado. Como ejemplo de ello puede retomarse el ya mencionado interés original de esta investigación por el estudio de los procedimientos administrativos de licenciamiento ambiental. Podríamos decir desde allí que, a la luz de esta perspectiva, las disputas territoriales que en estos procedimientos se tramitan y desarrollan no pueden ser integralmente comprendidas sino a través de una mirada a las políticas y las normas legales y reglamentarias que en los últimos años han estado orientadas, por un lado, a promover las inversiones privadas en infraestructura y extracción de recursos naturales y, por el otro, a reducir las exigencias, los requisitos y los tiempos de la evaluación ambiental en tales procedimientos. 


Adicional a ello, una comprensión integral del problema no puede ser ajena al importante papel que adquieren en el desarrollo de estas disputas los jueces constitucionales, tras la revalorización de la eficacia normativa de la Constitución Política producida con la reforma de 1991. Así, siguiendo con el ejemplo de las disputas territoriales desarrolladas en el marco de los procedimientos de licenciamiento ambiental, podríamos señalar la ineludible tarea que hoy demanda a quien se interese en el estudio de las mismas desde una perspectiva académica o desde una litigiosa, de conocer los lineamientos jurisprudenciales a través de los cuales la Corte Constitucional ha fijado el contenido y alcance de derechos fundamentales de los pueblos indígenas como los derechos al territorio, a la propiedad colectiva, a la autonomía, a la consulta previa y al consentimiento libre, previo e informado; entre otros.


Pues bien, es a partir de lo anterior que la investigación cuyos resultados presenta esta publicación, se propuso caracterizar las disputas configuradas y desarrolladas en el marco del ordenamiento jurídico e institucional de la Constitución Política de 1991, que han llevado a la existencia de una contraposición entre el reconocimiento jurídico de los derechos territoriales de los pueblos indígenas y su eficacia en Colombia. Abordada desde un enfoque cualitativo y utilizando en ella un método descriptivo,3 esta caracterización se propone en este texto a partir de una aproximación a los antecedentes históricos de estas disputas y su expresión en el derecho nacional e internacional y, luego, a través del estudio de su posterior configuración en el marco de la vigencia del actual ordenamiento constitucional colombiano, y, en particular, a instancias de la expedición de las normas, la formulación de las políticas y el ejercicio del control judicial constitucional.


Esta pregunta por el carácter de las disputas en torno al reconocimiento de los derechos territoriales de los pueblos indígenas y su implementación exigió de otro lado un esfuerzo por revisar desde una perspectiva crítica la acción y omisión del Estado en las instancias mencionadas y, con ello, su aporte a estas disputas. En tal sentido, la mirada propuesta en este texto no se limita a describir fenómenos jurídicos e institucionales, sino que busca poner en evidencia cómo estos expresan lo que Warat (citado por Wolkmer, 2003: 33) llama “la ilusoria separación del derecho y de la política”.


Se encontrará entonces el lector con una caracterización que describe los antecedentes y los rasgos del desarrollo que han tenido estos derechos en las normas, las políticas y los jueces desde 1991, pero en los términos de su relación con aquellos aspectos jurídicos, políticos, económicos, ambientales y culturales que lo han acompañado, condicionado o limitado. Para efectos de lo anterior fueron consultadas fuentes doctrinales, normativas (Constitución Política, sentencias, leyes, decretos, resoluciones, directivas), documentos de política del orden nacional, así como fuentes institucionales, informativas y de opinión.


Pues bien, dicho esto, con el objeto de abordar dicha caracterización, este trabajo se presenta en cuatro capítulos, una sección adicional y unas conclusiones. En el primero de estos capítulos se realiza una aproximación histórica a lo que allí se expone como un proceso de reconocimiento y configuración normativa de los derechos territoriales de los pueblos indígenas. En esta sección se busca mostrar de qué manera y bajo qué condiciones la tierra ha sido el eje fundamental de las relaciones entre los pueblos indígenas, los poderes de gobierno y la sociedad mayoritaria. Para ello se propone una mirada que abarca el origen de las disputas territoriales indígenas tras la conquista española, pasando por su gestión gubernamental durante el período colonial y el republicano anterior a 1991, así como un breve recuento del reconocimiento de estos derechos en el marco del derecho internacional. 


Una mirada histórica como esta permite advertir la relación existente entre las normas (nacionales e internacionales) relativas a la propiedad y manejo de las tierras indígenas y el enfoque de las políticas que hasta inicios de la última década del siglo XX guiaron el gobierno sobre estas poblaciones. En particular, hablamos tanto del régimen tutelar, que con sustentos evangelizadores vinculó al entero de la administración colonial a la protección de las tierras comunales de los pueblos indígenas, así como de la concepción asimilacionista, en virtud de la cual, una vez constituida la República, se impulsaron unas veces medidas de división y otras de preservación de resguardos.


Un segundo capítulo se centra por su parte en el estudio de las disputas en torno al reconocimiento y la eficacia de los derechos territoriales de los pueblos indígenas, desde el punto de vista de los avances y límites normativos en la materia producidos tras la aprobación de la Constitución Política de 1991. Tal como se ha dicho, si bien sería ingenuo reducir a este único acontecimiento político-normativo toda una historia de luchas sociales y políticas emprendidas por los indígenas desde el momento mismo del encuentro colonial, lo cierto es que el nuevo marco constitucional que allí fue establecido trazaría las pautas para una transformación en el contenido de estas disputas, así como en las formas e instancias que enmarcarían su desarrollo. 


Tras los avances en cuanto a la legalización de tierras producidos en la década de los ochenta, puede afirmarse que la defensa de los derechos indígenas sobre sus tierras y territorios durante los años de vigencia de la Constitución Política de 1991 ha consistido, por un lado, en hacer frente al despojo violento en el marco de un conflicto armado interno, que aunque variable en intensidad, no cesa, y por el otro, en afrontar los desafíos propios de la inserción de sus territorios en el marco de las pugnas políticas, económicas y normativas en torno a ciertos aspectos como el ordenamiento territorial del Estado, las políticas de extracción de los recursos naturales o aquellas de carácter ambiental. 


Este capítulo busca entonces dar cuenta de las disputas en torno al reconocimiento y goce efectivo de los derechos territoriales de los pueblos indígenas en las que esa defensa ha debido insertarse en estos años, a partir de la exposición de cuatro criterios de análisis que se presentan allí como dimensionales de las mismas. Estos cuatro criterios de análisis corresponden a los derechos de propiedad sobre la tierra y los recursos naturales, de autonomía en el marco del ordenamiento territorial del Estado, de participación y consulta previa, y a los derechos territoriales en el marco del ordenamiento normativo ambiental. 


Un tercer capítulo está centrado en el análisis de las disputas territoriales indígenas en el marco de la formulación de las políticas públicas. Tras una revisión de los planes nacionales de desarrollo –PND– y de los documentos expedidos por el Consejo Nacional de Política Económica y Social –Conpes–, que desde los años ochenta comienzan a incorporar las cuestiones indígenas como objeto de sus planes, programas y proyectos, se advierte allí de qué manera la adopción de políticas públicas en el orden nacional en la materia ha sido un escenario no desprovisto de pugnas. Estas últimas adquieren a partir de los años noventa un particular carácter, pues, como allí se muestra, la implementación en estos años de una determinada perspectiva de políticas públicas se vio acompañada así mismo por la de un modelo de desarrollo que revaloriza el territorio nacional y dispone lineamientos para su administración. El enfoque presentado por esta sección sostiene que la verticalidad que históricamente ha caracterizado las relaciones entre los pueblos indígenas y los poderes gubernamentales coloniales y estatales, y que en su momento sustentaron políticas de corte tutelar y asimilacionista, se presenta hoy como un rasgo propio de la formulación de políticas públicas orientadas a estas poblaciones en el marco del Estado social y constitucional de derecho colombiano. Así mismo, se sostiene allí que un elemento clave para entender la existencia de esa verticalidad lo constituye la ausencia de una participación real de los pueblos indígenas, lo cual ha impedido el uso de las políticas públicas como herramienta para dar a lo intercultural un carácter transversal a la acción del Estado.


Para el desarrollo de lo anterior, un rasgo del análisis de las políticas públicas propuesto en este capítulo consiste en advertir la limitante que supone, para una mejor comprensión de la naturaleza y el contenido de las disputas por el reconocimiento y efectividad de los derechos territoriales que allí se expresan, el hecho de reducir el estudio de las mismas a los capítulos o secciones sobre asuntos étnicos que desde el gobierno de Ernesto Samper Pizano (1994-1998) comienzan a incluir sin falta los PND de los sucesivos gobiernos. Es más bien a partir de un análisis centrado en algunas políticas estatales que durante estos años han buscado implementar un determinado modelo de aprovechamiento y administración del territorio que en este capítulo se aspira a dar cuenta de esa naturaleza y contenido de las disputas territoriales.


En el cuarto capítulo se buscará mostrar por su parte el que ha sido un desarrollo de la naturaleza, contenido y alcances de los derechos territoriales de los pueblos indígenas en el marco de la función judicial. Allí se parte por afirmar que, como resultado de la revalorización de la fuerza normativa de la Constitución Política que se produce en el año 1991, la Corte Constitucional adquirió desde entonces un rol destacado en el reconocimiento y protección de los derechos fundamentales de los pueblos indígenas. 


Dos aspectos se busca poner de presente allí: por un lado, la apuesta de los pueblos indígenas por la reivindicación de sus derechos territoriales a través del ejercicio de las acciones de tutela y constitucionalidad, aspecto dentro del cual se hará mención de la configuración de estos pueblos como litigantes estratégicos. De otro lado, se buscará mostrar algunos rasgos de los contenidos y alcances de los derechos territoriales fijados por la Corte Constitucional en sus sentencias. Esto último se desarrolla a partir de una mirada a la jurisprudencia relativa, tanto a los cuatro aspectos de análisis que, fue señalado, dimensionan en el marco de este trabajo una mirada integral de los derechos territoriales indígenas, junto a otro de igual carácter como lo es el de los derechos territoriales en el marco del control constitucional adelantado sobre la acción del Estado frente a los efectos del conflicto armado interno.


Finalmente, en una última sección, a modo de antesala a unas conclusiones, se busca establecer un diálogo entre las disputas en torno a los derechos territoriales de los pueblos indígenas estudiadas en el caso colombiano y aquellos rasgos de la evaluación que desde la Relatoría Especial de los Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU se hizo sobre el estado de la efectividad de los derechos de los pueblos indígenas en varios países en el mundo, cuyo resultado fue diagnosticado señalando la existencia de una brecha de implementación de estos derechos.


 


 


 


Notas


1 De acuerdo con el Censo de 2005, en el país existen 84 pueblos indígenas. Sin embargo, la cifra de 102 pueblos, que ha sido reivindicada por la Organización Nacional Indígena de Colombia –ONIC–, es hoy incorporada de manera relativamente pacífica a los instrumentos de política pública (DNP, 2012). 


2 Sentencia de la Corte Constitucional SU-039 de 1997, M.P.: Antonio Barrera Carbonell.


3 “En este nivel de investigación se establecen relaciones entre variables; relaciones de asociación o covarianza entre ellas” (Sandino, 2009: 102).





Capítulo I
Aproximación histórica al reconocimiento y configuración normativa de los derechos territoriales indígenas


Hablar del reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus territorios es hablar de un largo proceso histórico cargado de fuertes tensiones entre estos, la sociedad hegemónica y los poderes de gobierno. Estas tensiones del orden jurídico, político, cultural, ambiental y económico han sido objeto de una regulación normativa cuyas transformaciones a lo largo del tiempo reflejan aquellas producidas en las políticas internacionales y estatales en esta materia. El objetivo de este capítulo será pues el de realizar un acercamiento histórico, cuya pretensión no irá, sin embargo, más allá de establecer el marco del que ha sido un proceso de incorporación o sometimiento de las disputas por el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras a las instituciones y normas jurídicas de los ámbitos nacional e internacional. De acuerdo con lo anterior, se realizará en este capítulo una presentación que estará constituida en dos partes: una primera, en la que se busca exponer los derechos indígenas sobre sus tierras a la luz de las transformaciones normativas e institucionales que al respecto se han producido en Colombia, revisando para ello las que fueron propias de los períodos colonial y luego en el republicano previo a la Constitución de 1991. Un segundo apartado estará dedicado, por su parte, a la exposición de estas transformaciones en el ámbito internacional. 



1. Los derechos territoriales indígenas en Colombia


Las disputas por el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus tierras se enmarcan en las transformaciones políticas y normativas que en el tiempo ha experimentado el Estado colombiano. Tres momentos o períodos históricos a partir de los cuales nos proponemos dar cuenta del desarrollo de las mencionadas disputas son (i) un período iniciado tras la llegada española a tierras americanas finalizando el siglo XV y hasta el advenimiento de la independencia, (ii) aquel marcado por la instauración de la República hasta los años finales del siglo XX y (iii) un último, iniciado tras la aprobación de la Constitución Política de 1991 hasta nuestros días. 


Así pues, en esta sección se buscará dar cuenta de las disputas por el reconocimiento de los derechos territoriales de los pueblos indígenas enmarcadas en los dos primeros períodos. El tercero de ellos será abordado, por su parte, en el segundo capítulo, al ser propuesto en el presente trabajo como coyuntural en la configuración, el desarrollo y trámite de estas disputas en el país.


1.1. El período colonial


El reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas sobre sus territorios es una problemática cuya trascendencia para el pensamiento occidental se inicia con el descubrimiento de América. El encuentro entre los europeos y el “nuevo mundo” producido durante los siglos XV y XVI supuso el surgimiento de hondos debates de carácter filosófico y jurídico y, en este marco, la cuestión relativa a la legitimidad de la conquista y ocupación de los territorios descubiertos y previamente poblados por estos pueblos se convertiría desde entonces en el centro de variadas y opuestas disertaciones.


Fueron de distinta índole los argumentos que llegaron a ser esgrimidos en favor de dicha legitimidad. Uno de gran peso fue la obtención de títulos jurídicos oponibles a otros imperios europeos, asunto este que nunca dejó de inquietar a los Reyes Católicos y que fue finalmente satisfecho por el Papa Alejandro VI, quien, actuando como máximo vocero de Dios en la Tierra, y bajo el entonces común entendido según el cual “era lícito apropiarse de los países recién descubiertos que pertenecieran a príncipes no cristianos” (Konetzke, 1974: 21), concedió a los monarcas españoles dichos títulos a través de las llamadas Bulas Alejandrinas del año de 1493, invistiéndolos así, en virtud de aquellas, de una “plena y libre y omnímoda potestad, autoridad y jurisdicción” (Konetzke, 1974: 24) sobre estos territorios. 


Esta no fue, sin embargo, la única razón invocada como justificación del dominio que ejercían los monarcas españoles, otras fueron el hecho mismo del descubrimiento y ocupación, así como las tesis de la guerra justa1 y el salvajismo de los pobladores de estos territorios (Díaz, 1992). Justamente esta última fue una de las cuestiones abordadas en las discusiones de la época, ya que no había acuerdo respecto a la naturaleza humana o salvaje de los indígenas, pues, mientras que para aquellos que sostenían lo primero correspondía reconocer en ellos su condición de seres racionales y libres, quienes consideraban lo segundo afirmaban desde posturas filosóficas de origen aristotélico, se trataba de seres desalmados, carentes de capacidad para decidir acerca de sus destinos y, por ende, aptos para la servidumbre (Díaz, 1992).


Tal vez la primera de las voces críticas del abuso y maltrato español sobre los indígenas la constituye el Sermón de Adviento pronunciado en el año de 1511 por el fraile dominico Antón de Montesinos (citado por De las Casas, 1986: 13), quien, en nombre de su comunidad, denunció tal situación pronunciando las siguientes palabras:


Yo que soy voz de Cristo en el desierto desta isla […] Esta voz, dijo él, es que todos estáis en pecado mortal, y en él vivís y morís, por la crueldad y tiranía que usáis con estas inocentes gentes. Decid, ¿con qué derecho y con qué justicia tenéis en tan cruel y horrible servidumbre aquestos indios? ¿Con qué autoridad habéis hecho tan detestables guerras a estas gentes que estaban en sus tierras mansas y pacíficas, donde tan infinitas dellas, con muertes y estragos nunca oídos, habéis consumido? ¿Cómo los tenéis tan opresos y fatigados, sin darles de comer ni curarlos en sus enfermedades, que de los excesivos trabajos que les dais incurren y se os mueren, y por mejor decir, los matáis, por sacar y adquirir oro cada día? 


Es a partir del pensamiento iusnaturalista expuesto por la escolástica europea que comienza a ser elaborada una serie de planteamientos orientados a la impugnación, tanto de la legitimidad de la ocupación europea en América, como de la legalidad de los títulos otorgados por el Papa. En esta corriente fueron destacados los aportes de los frailes dominicos Bartolomé de las Casas y Francisco de Vitoria (Anaya, 2005), quienes asumieron, a su manera, posiciones críticas hacia la campaña de exterminio y desposesión librada por los españoles en contra de los pueblos indígenas. 


En sus planteamientos, Vitoria se ocupó de cuestionar la validez universal de los dictados normativos del Papa y el emperador, reivindicando para ello la existencia de un derecho natural y de gentes, el cual, en virtud de su origen divino, resultaba aplicable, sin distinción, a todos los hombres de la tierra (Hernández, 1992). Fue desde este ordenamiento superior que Vitoria defendió el carácter humano y racional de los indígenas, señalando a su vez que estos pueblos “poseían ciertos derechos de autonomía y títulos sobre sus tierras que los europeos estaban obligados a respetar” (Anaya, 2005: 39). 


Es pues en este contexto de controversia y debate en el cual se dio inició al desarrollo de la normatividad colonial sobre indios. Dichas controversias llegarían a ser transversales a las políticas de la Corona hacia estas poblaciones en relación con aspectos que resultaron claves para los asuntos relativos a sus tierras, como es el caso ya señalado de su condición humana o salvaje, pero también de su civilización y protección, así como de su capacidad y evangelización (Díaz, 1992). Los rasgos de esta política colonial de gobierno han sido descritos a la luz de la doctrina de la tutela, la cual se caracterizó como una visión proteccionista y misional hacia los indígenas y cuyo sustento es el presupuesto de su condición subordinada y vulnerable. 


1.1.1. Derecho y administración colonial


Tras la conquista y el sometimiento de los indígenas americanos por parte del Imperio español, el empeño de la Corona estuvo enfocado en lograr, de una manera articulada, su evangelización y gobierno. En relación con la primera, hay que decir, respondió al mandato de conversión de los indígenas a la fe cristiana que fuera impuesto a los monarcas por cuenta de las ya mencionadas Bulas de 1493 del Papa Alejandro VI; obligación cuyo cumplimiento condicionó el sustento jurídico que dieron estos documentos pontificios a la ocupación española en América2 (Konetzke, 1974). 


La idea de dar a los indios una “instrucción cristiana” encontró también fundamento para los españoles en su firme convencimiento de adelantar, en relación con estas poblaciones, concebidas salvajes y primitivas, toda una campaña civilizadora, pues solo ello permitiría su progresiva incorporación a la nueva sociedad colonial. Este proyecto “civilizador” de los indígenas respondió también al desprecio español por su cultura, pues, tal como se desprende de los pensamientos del jurista español Juan de Solórzano (citado por Malagón & Ots Capdequí, 1965: 58), uno de los deberes españoles en relación con estas poblaciones era el de “quitar sus idolatrías, borracheras, ociosidad, desnudez y otros vicios que casi en todos son generales”.


Otro objetivo de la Corona española fue naturalmente el de asegurar el gobierno y obediencia de los ahora indígenas vasallos. En esta empresa fue clave la consolidación de todo un aparato burocrático y jurídico necesario para atender los asuntos propios de las Indias, pues habría de asegurarse no solo un mayor provecho de los recursos existentes en estas tierras, sino el establecimiento de una organización social y política que permitiera, entre otras cosas, el pago y recaudo de tributos, cuyos ingresos eran fundamentales para el sostenimiento de un imperio en expansión como el español de entonces (Suescún, 2001).


De esta manera, con el objeto de atender las necesidades administrativas y gubernamentales propias de las Indias, la Corona española se valió de la progresiva consolidación de un derecho indiano constituido tanto por todas aquellas normas –cédulas, instrucciones, ordenanzas, etc.– orientadas a los asuntos del nuevo mundo, usualmente englobadas bajo la expresión “Leyes de Indias”,3 y que fueron expedidas por distintas autoridades, bien peninsulares o bien asentadas en las propias Indias y, de otro lado, por los derechos consuetudinarios indígenas, siempre “que no se encuentren con nuestra sagrada religión ni con las leyes de éste libro”, tal como fuera señalado en la Recopilación de Leyes de Indias de 1680 (Sánchez, 1992: 91-93). Este era además, en esencia, un derecho con carácter público y eclesiástico, pues su objeto de regulación era la iglesia en las indias, incluida la evangelización de los indígenas, así como los asuntos de gobierno, administración, milicia, justicia y finanzas (Mayorga, 2003). 


Aunada a lo anterior, la complejidad de los asuntos propios de un gobierno ejercido sobre territorios ultramarinos, poblados por culturas diversas y en escenarios naturales agrestes y desconocidos, hizo necesaria la consolidación de un conjunto de órganos y autoridades que actuaron bajo el mando de la Corona, pero siempre de manera descentralizada y gozando de autonomía (Lucena, 1982). Ello devino en la conformación de una gran estructura burocrática jerarquizada, constituida por consejos, audiencias, gobernadores, virreyes, presidentes, oidores y visitadores que, entre otras, constituían autoridades cuyos deberes y atribuciones servían a los diferentes asuntos propios del gobierno de los territorios de las indias y de sus pobladores.4


Los asuntos relativos a las tierras indígenas fueron, al igual que muchos otros sobre la administración de estas poblaciones, objeto de los diferentes mecanismos de control contemplados por la Corona para ejercer la vigilancia disciplinaria sobre los funcionarios en las Indias, como lo fueron las instituciones de las Visitas y el Juicio de Residencias.5 Así mismo, muchas reclamaciones y conflictos sobre tierras y aguas, en los que hacían parte indígenas, fueron tramitadas a través del ejercicio de algunos de los recursos entonces existentes para controvertir los actos de las autoridades y órganos, como fueron los de amparo6 y agravios7 (Malagón, 2007).


1.1.2. Reducciones de indios y tierras comunales de resguardo


Un paso previo y necesario para adelantar con éxito el gobierno de las poblaciones indígenas debió ser el de superar las dificultades propias de su existencia dispersa, situación agravada por el hecho de ser algunas de estas sedentarias y otras nómadas. Es por ello que los españoles optaron por su concentración y agrupamiento a través de la conformación de reducciones y pueblos de indios, figuras antecedentes de los resguardos indígenas,8 y cuyo surgimiento se da en el nuevo mundo hacia la tercera década del siglo XVI9 (Pineda, 1995; Suescún, 2001).


El agrupamiento de indios se constituye, de acuerdo con Malagón (2007), en la primera manifestación de la vida en policía en las Indias. Su implementación estuvo en gran medida orientada a consolidar la condición de súbditos de los pobladores indígenas, buscándose asegurar especialmente su evangelización, su administración –siendo en este objeto destacada la administración fiscal y tributaria–, así como la prestación de sus servicios personales, cuando se tratara de indios mitayos10 (Díaz, 1992).


El surgimiento de un régimen legal de tierras indígenas bajo la modalidad de resguardos empezó a consolidarse con la expedición de las Reales Cédulas de El Pardo del año de 1591,11 pues fue en virtud de estas normas que se ordenó identificar las tierras que “los indios naturales de cada pueblo habían menester para sus labranzas y crianzas y resguardos”, facultándose en ese sentido a oidores y visitadores para que asignaran a pueblos determinados tierras inalienables en propiedad común (Martini & Mayorga, 2004: 39). 


Una consecuencia de la política de reducciones que señala Suescún (2001) fue la consolidación de una sociedad colonial fuertemente jerarquizada y desigual, pues el agrupamiento de los indígenas facilitó a los conquistadores una expedita disposición de la mano de obra requerida para su provecho,12 así como el acceso de estos a grandes extensiones de tierra que, al quedar despoblada, pudo ser ocupada y apropiada por españoles que pronto devinieron en terratenientes. Las tierras comunales o de resguardo estaban constituidas, de un lado, por aquellas fracciones de tierra destinadas al usufructo de cada núcleo familiar y en virtud de las cuales podía este satisfacer sus propias necesidades de subsistencia, y del otro, por las tierras o “pastos comunales”, cuyas aguas, bosques y campos satisfacían también las necesidades de la comunidad, pero de una manera colectiva (González, 1992: 37-40).


No existe sin embargo una única postura en relación con los derechos que les fueron reconocidos a los indígenas sobre las tierras constituidas en resguardo. Para algunos autores, como Tirado (1988: 75), “no se trataba de una verdadera propiedad sobre la tierra sino de una cesión limitada, pues los resguardos nunca dejaron de ser una regalía”.13 Esta postura parece encontrar sustento en las limitaciones bajo las cuales la Corona otorgaba el resguardo, que suponían, como consta en una memoria de las Visitas a Boyacá que reposan en el Archivo Histórico Nacional, citado por González (1992: 46), que la Corona española reconocía esas tierras, pero “reservando su merced en sí el poder alargar o acortar este resguardo como más pareciere convenir al servicio del rey nuestro señor”. Esta autora llega incluso afirmar que “la innovación que se hacía al constituir en resguardo un globo de tierra perteneciente a los indígenas era simplemente la de pasar la propiedad de esas tierras a manos de la Corona [por cuanto] el resguardo limitaba, circunscribía, pero no confería propiedad” (1992: 50-51).


Sin embargo, en contravía de esta tesis se ubica aquella de acuerdo con la cual los indígenas detentaban un verdadero derecho de dominio, si bien, debido a la política tutelar aplicada por la Corona española, limitado en cuanto a las facultades de disposición, en especial su venta y arriendo;14 suponía eso sí un derecho pleno, en la medida en que eran predicables de él todos los atributos que a este derecho le son propios (Mendoza, 1898; Martini & Mayorga, 2004).


Las tierras indígenas debieron en todo caso ser determinadas y alinderadas con claridad. Un límite fue el suelo, pues el reconocimiento de derechos reales a los pueblos indígenas sobre sus tierras de resguardo nunca comprendió en cualquier caso aquellos sobre los recursos naturales del subsuelo.15 El dominio sobre estos recursos mereció una consideración especial a la luz del derecho indiano, tal como lo advierte Ots Capdequí (1959: 65) al señalar con ocasión de este aspecto dos principios jurídicos que habrían de mantenerse intactos durante el gobierno español en el Nuevo Reino:


1º Todo yacimiento minero, cualquiera que fuera su calidad, y lo mismo si se encontrase en lugares públicos que en tierras y posesiones de personas particulares, debía ser considerado como regalía de la Corona. 


2º El dominio del suelo no daba derecho ninguno al dominio del subsuelo. 


El amojonamiento de las tierras colectivas fue objeto, por su parte, de no pocas controversias, pues, como señala González (1992: 30), si bien se consideraban tierras indígenas “aquellas que habían sido ocupadas y cultivadas por los aborígenes con anterioridad a la llegada de los españoles […] no todos los terrenos de los cuales los indígenas se decían poseedores estaban poblados ni efectivamente cultivados”. Este llegó a ser un asunto trascendente en la medida en que las poblaciones no indígenas procuraban de forma constante la invasión de estas tierras comunales, situación que se vio facilitada por las dificultades que generaban no solo las imprecisiones propias de unos sistemas naturales de alinderación utilizados por los indígenas, en los que eran referenciados puntos geográficos con montañas, piedras, ríos, etc., sino también por los continuos cambios en la denominación topográfica de muchos de estos puntos, pues estos comenzaron a ser usualmente remplazados por otros de origen castellano (González, 1992).


1.1.3. Rasgos de una política colonial de tierras indígenas


Puede entonces señalarse el período colonial como el momento histórico en el que se inicia un discurso gubernamental de reconocimiento de los derechos indígenas sobre las tierras que estos poblaban con anterioridad a la Conquista y, por ende, un discurso en el que tales derechos son derivados del dominio de hecho y de derecho que entonces ejercían los monarcas españoles sobre los territorios de América. 


Del mismo modo, en este período histórico comienzan a ser sometidos a un complejo de normas, autoridades y mecanismos de control los conflictos surgidos en la defensa que estos pueblos debieron hacer de sus tierras ante los abusos de distinta índole al que se vieron expuestos. Dichos conflictos tuvieron, de acuerdo a su naturaleza jurídica, unas veces carácter privado y otras, público y fueron resueltos ante autoridades con facultades de justicia y administración; lo cual, propio de un régimen absolutista, garantizó en cierta medida una sola política de gobierno sobre estas poblaciones, incluyendo el manejo de sus tierras.


De otro lado, la política colonial ejercida por los españoles sobre los indígenas se caracterizó por un marcado carácter misional y tutelar. Yrigoyen (2009: 18) describe esta política de tutela como aquella en virtud de la cual, la “inferioridad e incapacidad se convirtieron en los descriptores indígenas de las políticas públicas y las prácticas sociales”. Es en este contexto en el cual debe entenderse la relevancia que para la Corona tuvo este asunto de las tierras indígenas; relevancia expresada en las innumerables disposiciones que fueron dictadas con el fin de proteger y tutelar los derechos de las poblaciones indígenas sobre sus tierras (Martini & Mayorga, 2004; Bushnell, 2007). Sin embargo, tal protección normativa no garantizó, por sí misma, que durante la Colonia estos derechos fueran respetados y las disposiciones que los reconocían, efectivamente atendidas y obedecidas. En efecto, durante este periodo fue común el desconocimiento de los derechos comunales de los pueblos indígenas sobre sus tierras. Ello fue consecuencia, según señala el historiador del derecho Ots Capdequí (1959: 82-85), tanto de la ambición de los conquistadores por hacerse a la mayor cantidad de tierra posible, como de los efectos que en estos derechos tuvieron las instituciones de la mita y la encomienda, lo cual, en palabras del mismo autor, resultó en una “dramática divergencia” entre la finalidad proteccionista y tutelar de tales normas y la realidad social y económica que entonces se vivía. 


Justamente un factor que determinó las acciones que a lo largo del período colonial buscaron de distintas maneras desconocer los derechos comunales indígenas sobre las tierras de resguardo es el relacionado con el incremento de su valor económico producido, bien por un mayor interés sobre los recursos naturales en ellas existentes, bien por la creciente expansión de los centros urbanos. Tal como señala Ots Capdequí (1959: 86), la “proximidad a los caminos y la feracidad de las tierras, hacía[n] que su dominio y explotación fuera más apetecible”, lo cual muestra que la valorización de las tierras comunales terminó por incrementar la presión proveniente de diversos sectores de la sociedad colonial, dirigida a provocar su ingreso al mercado de tierras.


En este escenario, fue la existencia de todo un aparato de administración y gobierno, compuesto por normas, autoridades e instituciones de control destinadas a garantizar el buen cumplimiento de las primeras y el actuar de las segundas, el que dio en definitiva a los indígenas un cierto margen de actuación jurídica para hacer valer, al interior de la sociedad y organización colonial, los derechos que les fueron reconocidos sobre sus tierras comunales, pues “solo litigando sin descanso, pudo defender el indio alguna parte de su patrimonio territorial, ya que la legislación le amparaba y las altas autoridades tenían obligación de protegerle” (Ots Capdequí, 1959: 86). Esta situación describe las condiciones en que el indígena debió defender lo propio en el marco de un gobierno colonial, pero que fueron a la larga las que determinarían su realidad en los siglos venideros. 


Sin embargo, no todas las disposiciones dictadas durante el período colonial estuvieron orientadas a la protección de las tierras comunales, pues en sus años finales, específicamente durante la segunda mitad del siglo XVIII, llegaría el que fuera un primer período de iniciativas orientadas a la disolución de las tierras indígenas de comunidad, bajo el argumento de su ociosidad (Pineda, 1995: 8). Se trató, en palabras de Tirado (1988: 77), de una “segunda desposesión masiva” de los pueblos originarios, en la cual resultaron confabulados factores como la presión que sobre estas tierras ejercían el latifundismo laico y clerical, la pobreza de sectores colonos y mestizos sin acceso a la propiedad de la tierra y las inaplazables y agobiantes obligaciones tributarias en cabeza de los indígenas.


1.2. El período republicano hasta los años finales del siglo XX


La situación de las tierras de resguardo al momento de producirse la Independencia está caracterizada por una acérrima defensa en la que venían empeñados los pueblos indígenas al hacer frente a la campaña de disolución, que, ya señalamos, se había iniciado hacia la segunda mitad del siglo XVIII. La extinción de gran cantidad de resguardos en este período de más de medio siglo fue, de acuerdo a lo señalado por Ots Capdequí (1958), uno de los motivos decisivos que permitirían la consolidación de las primeras grandes acumulaciones de tierra en la naciente república.


Absalón Machado (2009) conviene en ello al señalar que, para el año de 1810, la tenencia de la tierra ya estaba altamente concentrada en las pocas manos de personas que no siempre estaban en capacidad de demostrar justos títulos. De esta manera, el despojo del cual habían sido víctimas había llevado a los pueblos indígenas a engrosar las filas de los desposeídos a lo largo de la nación, pues su problema era el mismo del campesino: la carencia de tierra. La república nacía así en medio de una sociedad latifundista e inequitativa. Adicional a ello, con la Independencia no se produjo un rompimiento abrupto con las prácticas y estructuras coloniales. La religión, por ejemplo, continuó siendo una protagonista central en la sociedad y el Estado y “la esclavitud y la servidumbre subsistían en la economía, aunque habían desaparecido en las leyes” (García, 1952:29). Esta situación supuso que todas estas arraigadas tradiciones y estructuras convivieran con las entonces innovadoras ideas políticas liberales que fueran importadas desde Francia e Inglaterra por los criollos ilustrados (Palacios & Safford, 2002). 


Una breve mirada al vaivén normativo en materia de tierras indígenas que caracterizó el período de vida republicana de Colombia comprendido entre los siglos XIX y hasta finales del XX deja ver i) La inexistencia de una línea clara y continua en las políticas estatales que orientaron su manejo, lo cual respondió de alguna manera a la sincronía que existió entre las prácticas y políticas de raigambre colonial y las nuevas de origen liberal, de manera más o menos constante durante estos años y con mayor claridad en el siglo XIX y los primeros años del XX y ii) cómo luego, la irrupción política de los movimientos sociales indígenas devino en cierto posicionamiento normativo e institucional con impacto, entre otros aspectos, en las dinámicas y discursos de reivindicación de sus derechos territoriales.


1.2.1. Un Estado vacilante: Políticas de división, protección y asimilación


En materia de resguardos indígenas la postura republicana cargada de retórica liberal no se hizo esperar. Así, en el mismo año de 1810 fue expedido el 24 de septiembre un decreto en el que, apelando a la nueva condición de ciudadanía de los indígenas, se ordenaba la repartición de las tierras que estos detentaban en comunidad (Tirado, 1988). Así, a pesar de haber sido el rechazo a la desposesión y sometimiento que habían sufrido los indígenas tras la Conquista y Colonia del Imperio español, una consigna retórica utilizada por las hordas independentistas (Palacios & Safford, 2002), con esta primera orden de repartición de las tierras de resguardo se daba inicio a la negación del “ser indígena”.


Esta negación se dio ya no desde la tutela y protección, sino desde la “libertad”, pues en su nombre se buscó en adelante combatir uno de los rasgos más preciados de este “ser indígena”: su entender y vivir colectivo. Ello deja ver cómo, en materia de tierras, las autoridades del período republicano no mostraban las mismas consideraciones que sí habían tenido por largos años, cuando menos por mandato, las españolas de la Colonia (Friede, 1972). Este momento histórico confirmaba así que “el Estado republicano no sabía remover el orden colonial que estaba debajo de sus pies, pero volcaba todo el peso de su poder sobre las comunidades indígenas” (García, 1952: 29).


Obtenida definitivamente la Independencia, con un decreto de Simón Bolívar del 20 de mayo 1820, inició la expedición de una serie de disposiciones que expresarían el convencimiento de la nueva dirigencia política sobre las bondades que para los indígenas habría de traer su incorporación a la economía individualista y, por ende, su desprendimiento de la forma colectiva de propiedad que suponía el resguardo. Esta norma, según Cabrera (1944: 11), marcó una tendencia dirigida a ordenar el reintegro de las tierras de resguardo con el objeto de su inmediata división; en ella se dispuso devolver “a los naturales, como propietarios legítimos, todas las tierras que formaban los resguardos, según sus títulos, cualquiera que sea el que aleguen para poseerla los actuales tenedores”, para luego ordenar que “[i]ntegrados los resguardos en los que les hayan usurpado, los Jueces Políticos repartirán a cada familia tanta extensión de terreno cuanto cómodamente pueda cultivar cada una”.


Dentro de las disposiciones expedidas con posterioridad que muestran lo anterior podemos señalar la Ley del 4 de octubre de 1821 que dispuso la “[d]eclaración de igualdad jurídica, entendida como sometimiento de los indios al derecho común” y una “[o]rden de reparto de los resguardos, en pleno dominio y propiedad, antes de cinco años” (García, 1952: 24) y la Constitución de 1832, de reconocido carácter liberal, que reafirmó la intención de repartir las tierras de resguardo, al tiempo que prohibió a los indígenas la venta de la parte correspondiente por un término de diez años (Tirado, 1988). Luego fueron aprobadas dos leyes, una del 2 de junio de 1834, que condicionó la adjudicación de porciones de tierra a los indígenas que cumplieran con sus obligaciones tributarias y otra del 23 de julio de 1843, que extendió a veinte años la prohibición de venta, puso un límite de tres años a los contratos de arrendamiento que acordaran los indígenas respecto de sus porciones de tierra y proscribió la obligación de pagar mejoras a quienes fueran arrendatarios16 (García, 1952: 32). Estas normas reflejan una continuidad de la visión tutelar durante la República, debido a que las prácticas sociales siguieron “codificadas” bajo la lógica del atraso y la modernidad, pues fueron frecuentes los abusos y engaños perpetrados por particulares que amenazaron constantemente la propiedad del indígena sobre su tierra, que, ahora como propietario individual, resultaba aún más vulnerable ante el atropello y el despojo. 


A mediados del siglo XIX, durante el gobierno de José Hilario López, al tiempo que se tomaron importantes medidas progresistas, entre ellas algunas orientadas a abolir la esclavitud y fortalecer el Estado frente a la Iglesia, fue dictada la Ley del 22 de junio de 1850, mediante la cual se daría una estocada final a los resguardos, pues a partir de ese año estos desaparecerían casi en todo el país17 (Tirado, 1988). Con la intención de equiparar completamente al indígena con el resto de la sociedad nacional a la luz de la abstracción liberal de ciudadanía, esta ley pareció desechar el carácter tutelar de la legislación precedente al abolir la prohibición de venta que ya señalamos recaía sobre estas porciones de tierra.


Con la expedición de esta ley fue entonces ratificada la voluntad del Estado, consistente en imponer toda una cultura individualista sobre estos “ciudadanos” que se apegaban a la propiedad colectiva. Su finalidad da luces acerca de la mentalidad liberal del momento y su desprecio por el vínculo del indígena con la tierra. Esta finalidad fue, en palabras de Gerardo Cabrera (1944: 12-13), la del “establecimiento de una masa libre de su enraíce a la tierra, desvinculada de su adherencia al fundo y dueña de los medios de producción”, lo cual, sin embargo, como este mismo autor advierte, no pudo alcanzarse por cuanto “los indios vendieron sus tierras y pasaron a ser siervos sumisos de sus nuevos propietarios”.


La dinámica del despojo territorial adelantado sobre los indígenas con ocasión de las campañas divisionistas de resguardos de mediados del siglo XIX tuvo entonces, a la luz de la orientación normativa de estos años, el rasgo de un abandono gubernamental de las políticas proteccionistas que recaían sobre dichas tierras. Este abandono y su relación con la inequidad territorial reinante entonces fueron descritas por el político y pensador liberal Miguel Samper Agudelo (citado por Cabrera, 1944: 13) de la siguiente manera:


Los indígenas vendieron las tierras del antiguo resguardo, poseídas ahora por ellos, en régimen estricto de propiedad individual, y el propietario que las compró, los convirtió en sumisos arrendatarios y, por tanto, la extinción de los resguardos consolidó y aún formó el latifundio neogranadino.
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